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LOS ACUERDOS DE 1976 Y 1979.
UN INFORME DE PEDRO LOMBARDÍA *
MARÍA BLANCO
Universidad de Navarra
1.   INTRODUCCIÓN
Una vez aprobados los Acuerdos de 1976 y 1979, Juan Fornés publicó una mono-
grafía que llevaba por título El nuevo sistema concordatario español. (Los Acuerdos de 1976
y 1979). Es probable que en su momento, el autor ni siquiera pensara que ese libro iba
a dar lugar a una línea de investigación en el Departamento que hasta la fecha dirige y
que ya ha cuajado en varias monografías y tesis doctorales.
En las páginas del citado libro se apunta con acierto que hay unos principios co-
munes a todos los Acuerdos 1. Por éste y otros motivos, concluye que constituyen un todo
armónico, un cuerpo normativo unitario que dio origen a un nuevo sistema
concordatario 2. Este sistema de Acuerdos lleva ya treinta años en vigor. Si al criterio tem-
poral se une el dato de que los acuerdos con las distintas confesiones religiosas —firmados
el año 1992— tomaron como guía los Acuerdos con la Iglesia Católica, se deduce que
como instrumento jurídico resulta útil para articular la vida jurídica de las confesiones
religiosas.
2.   EL INFORME DE PEDRO LOMBARDÍA DE JUNIO DE 1970
En el Archivo de la Universidad de Navarra se encuentran los fondos personales de
muchos de los grandes artífices del proceso de Transición política llevado a cabo en Es-
paña a fines del silo XX. Entre ellos, algunos juristas que emplearon sus mejores ener-
*   Este trabajo se incluye dentro de la investigación que lleva a cabo el grupo de investigación «Fami-
lia, Matrimonio, Multiculturalidad y Libertad religiosa» de la Universidad de Navarra, financiado por la
Universidad a través del PIUNA 1009-10.
1   Cfr. J. FORNÉS, El nuevo sistema concordatario español. (Los Acuerdos de 1976 y 1979), Pamplona,
p. 39-40.
2   Cfr. Ibídem, p. 40.
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gías para ofrecer soluciones dirigidas a una más adecuada configuración jurídica del fe-
nómeno religioso como factor social específico; tal como se pone de relieve en los in-
formes, cartas y otros documentos.
Entre esos juristas a los que resulta obligado referirse están, sin lugar a dudas,
Amadeo de Fuenmayor y Pedro Lombardía; cuyos archivos personales están integrados
en el Archivo al que acabo de hacer referencia. Eso me ha permitido conocer de prime-
ra mano un laborioso documento que aparece firmado por Lombardía y que está fechado
en junio de 1970.
En efecto, cuando ya habían tenido lugar numerosas reuniones y abundantes tra-
bajos tanto en España como en Roma, el ministro de Justicia había planteado al enton-
ces Subsecretario del Ministerio de Justicia, Alfredo López, la posibilidad de contar con
la colaboración de Amadeo Fuenmayor en los trabajos de revisión del Concordato. Sin
embargo, Fuenmayor estaba en un período de intenso trabajo en Pamplona y declinó
la invitación; si bien, facilitó el nombre de Pedro Lombardía para que colaborara en el
estudio de los anteproyectos de Concordato que se estaban llevando a cabo. Aunque
Alfredo López hubiera deseado contar con el apoyo intelectual de Amadeo de
Fuenmayor 3.
Entiendo que todavía no ha sido suficientemente ponderada la incidencia jurídica
de este trabajo que llevó a cabo Lombardía —probablemente bajo la guía maestra de D.
Amadeo 4—, no sé si por el carácter confidencial de la consulta o por la natural discre-
ción del autor, lo cierto es que el Informe permaneció oculto hasta hace pocos años 5. Y
de su lectura se deduce que las propuestas en él contenidas suponen un quiebro absolu-
to en el planteamiento oficial de lo que se venían llamando relaciones Iglesia-Estado. En
efecto, gracias a Pedro Lombardía es posible mantener la vigencia de los Acuerdos de
1976 y 1979 en un Estado constitucional que se asienta sobre los principios de libertad
religiosa, igualdad, laicidad y cooperación.
Es decir, Lombardía consiguió presentar la argumentación jurídica de forma tan
cabal que orientó el planteamiento de los representantes estatales hacia una defensa
maximalista de la libertad religiosa —tanto en su vertiente individual como
institucional—; y en su razonamiento no argumenta sólo en pro de la Iglesia Católica;
3   Puede verse en este sentido la Carta de Alfredo López a Pedro Lombardía, 14 de julio de 1970, en
Archivo General de la Universidad de Navarra, en adelante, AGUN.
4   Así se deduce de la siguiente carta: «Don Amadeo me ha dicho que no puede, aunque su deseo se-
ría muy vivamente hacerlo, ofrecernos una colaboración directa, pero que podíamos dirigirnos a Vd., que
sí podría hacer ese trabajo, al que él, dado que los dos se encuentran en Pamplona, podría hacer alguna apor-
tación (…), creo que sería lo más práctico que don Amadeo y Vd. trabajasen por su cuenta y nos remitie-
ran su dictamen» [Carta de Alfredo López a Pedro Lombardía, de 14 de julio de 1970 (AGUN, Archivo de
Alfredo López Martínez, 25), p. 1].
5   Realmente, fueron dos los informes elaborados por Pedro Lombardía uno es de junio de 1970 y el
otro es de diciembre del mismo año.
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sino a favor de las confesiones religiosas 6. En efecto, el estudio de esta documentación
hace intuir al lector las coordenadas intelectuales que diseñan su razonamiento: un ex-
quisito rigor en la argumentación jurídica y un sagaz conocimiento del Derecho Canó-
nico. Son constantes las referencias y las alertas frente a las lesiones y desajustes que ob-
serva en las propuestas de acuerdos en ambas direcciones. Por lo demás, situar este In-
forme en su adecuado contexto histórico ayuda a comprender que las expresiones usa-
das por Lombardía sean, en ocasiones, algo subidas de tono; como para dar más fuerza
a lo que con tanta claridad intuye y razona.
3.   CARACTERÍSTICAS GENERALES DEL INFORME
Como ya en otra ocasión tuve oportunidad de escribir, «llama poderosamente la
atención el modo de empezar el Informe que bajo el epígrafe Criterios jurídicos funda-
mentales apunta las coordenadas sobre las que se va a estructurar el ulterior desarrollo;
de manera que se alcance el sentido y la eficacia deseadas» 7. En los parámetros actuales
podríamos resumir esas propuestas jurídicas en las siguientes:
1.ª  el establecimiento de un estatuto jurídico específico para la Iglesia,
2.ª  la determinación de las remisiones al Derecho Canónico en aquellas materias
que sea preciso siguiendo la técnica del presupuesto y
3.ª  la regulación mediante pactos al más alto nivel solamente de las materias estric-
tamente necesarias (entiendo que aquí alude, implícitamente, al mantenimiento del De-
recho pacticio).
Con fina intuición señala Lombardía que el acierto o desacierto a la hora de enfo-
car la regulación jurídica del fenómeno religioso puede tener gran repercusión en el país.
Como medida concreta de plasmar la reforma, se muestra partidario de reducir al mí-
nimo las materias concordatarias; reducción que no implica, necesariamente, mermar o
degradar el estatuto jurídico de la Iglesia Católica 8.
Si tenemos en cuenta las proposiciones lombardianas y hacemos una lectura pondera-
da del conjunto de los Acuerdos ratificados por España y de lo que ha sido su ulterior desa-
rrollo, es indudable que responden, sustancialmente, a lo que fue propuesto por nuestro Autor.
6   Esto no resulta extraño cuando uno se encuentra en una sociedad multicultural donde está gene-
ralizada la coexistencia de varias religiones y se habla a menudo de un Derecho global. Sin embargo, en un
Estado confesional de finales de siglo XX era altamente innovador.
7   Cfr. M. BLANCO, La aportación de Pedro Lombardía en los Acuerdos de 1976 y 1979, Comunica-
ción presentada en el IV Simposio Internacional de Derecho Concordatario 30 años de los Acuerdos entre
España y la Santa Sede. Universidad de Almería, 18-20 de noviembre de 2009.
8   «No se olvide que una norma dictada para aplicar una cláusula concordataria no deja de estar vi-
gente por la derogación de ésta; sencillamente deja de ser «norma concordada», transformándose
automáticamente en Derecho interno y, por tanto, sometido a los criterios habituales del ordenamiento ju-
rídico acerca de la vigencia y derogación de las leyes, sin que sea necesario acuerdo bilateral para su modi-
ficación» (P. LOMBARDÍA, Informe I, en AGUN, p. 21).
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4.   BREVE REFERENCIA A LOS PRIVILEGIOS
Por lo que se refiere a los Acuerdos actualmente en vigor, no es infrecuente que tanto
en la doctrina científica como en la opinión pública se haga referencia a los privilegios que
los textos concordatarios reconocen a la Iglesia Católica 9. Esta referencia a los privilegios
de la Iglesia es una cuestión que también se planteó al revisarse el Concordato de 1953 y,
que, en consecuencia, analiza Lombardía; y —aunque el contexto es sustancialmente di-
ferente—, la argumentación jurídica sigue siendo válida. En efecto, aunque la expresión
privilegio es de contenido bastante amplio, entiende que «este problema no tiene otra po-
sible solución lógica que la utilización, con todas sus consecuencias, del “concepto gene-
ral y práctico” propuesto por el Embajador: “es privilegio todo aquello que tiene la Iglesia
Católica y no tienen otras comunidades religiosas. Es decir, se identifica el concepto de
privilegio con el concepto de la discriminación favorable” (Conversaciones en Vaticano el
22 de enero de 1970, pág. 4)» 10. Con esta pauta fundamental, matiza, sin embargo, que
no todo lo que es Derecho especial es un «privilegio» 11.
Los textos sobre los que estaba trabajando Pedro Lombardía eran el resultado de
notables y laboriosos esfuerzos llevados a cabo por personas de diferentes ámbitos: or-
ganismos o entidades civiles (como el Ministerio de Justicia, el Ministerio de Asuntos
Exteriores o la Embajada); eclesiásticos (como los representantes de la Santa Sede o la
Conferencia Episcopal); profesionales de distintos sectores —fundamentalmente juris-
tas—; pero casi todos ellos anclados en la concepción de un Estado en el que la
confesionalidad había dejado su impronta y en el que la libertad religiosa se presentaba
como una aspiración deseable pero incierta en su diseño y en sus consecuencias.
Por contraste, toda la línea argumental de Lombardía está trazada sobre la libertad
religiosa —con unos perfiles concretos— fundamentada en la dignidad de la persona;
y, por tanto, patrimonio común de los ordenamientos estatales y del ordenamiento ca-
nónico. Con base en este planteamiento dice: Son “privilegios del Estado” todas aque-
llas peculiaridades de la organización eclesiástica en España que en manera alguna tie-
nen interés desde el punto de vista de los fines del Estado y en ocasiones significan de
hecho privilegios de la Iglesia: retribución por el Estado de los auditores de la Rota de
9   Escribe Pedro Lombardía refiriéndose a la expresión «privilegio»: «Estamos, en efecto, ante un tér-
mino de gran solera canónica, pero de muy difícil aplicación al Derecho Concordado. Si entendemos por
privilegio, en la línea de la tradición canónica, una ley peculiar (para persona o entidad determinada) que
atribuye un estatuto jurídico favorable (“Lex privata intentione benevola concessa”), en nuestro caso habría
que entender por privilegios eclesiásticos aquellas normas concordadas que aseguran a la Iglesia un estatuto
jurídico peculiar, y favorable, en el marco del ordenamiento jurídico del Estado con lo cual llegamos ya al
núcleo de la cuestión» (Ibídem, p. 6).
10   Ibídem, p. 7.
11   Me remito en este sentido a la interpretación ya consolidada hecha por el Tribunal Constitucio-
nal acerca de la igualdad y la discriminación.
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Madrid o de los de la Rota Romana que tienen nacionalidad española, etc. Admitida la
tesis de que se trata de «privilegios del Estado», el gobierno podría proceder a su total
renuncia. En realidad esto no tendría más que ventajas. En primer lugar, se renunciaría
a cargas o a manifestaciones de la fenomenología religiosa que sólo contribuyen a dar
una fisonomía clerical al Estado, sin ninguna ventaja en el orden político. Además, la
supresión de los artículos relativos a estos privilegios provocaría inmediatamente una
alteración del texto, extraordinariamente propicia a dar paso a un Concordato de esca-
so articulado, circunscrito a materias que realmente presentan problemas a resolver, con
lo que ganaría terreno la tesis de reducción de materias concordadas (…) esta renuncia
de “privilegios” por parte del Estado, al liberar al Concordato vigente de un conjunto
de elementos de alcance meramente ornamental, dejaría al descubierto su verdadero y
real alcance: un favorabilísimo estatuto jurídico para la Iglesia, junto a la aceptación de
unos principios teóricos que limitan extraordinariamente la soberanía del Estado, a du-
ras penas compensados por el privilegio de presentación. A la vista de estos datos no
parece difícil concluir que si el Estado —además del privilegio de presentación, a cuya
renuncia se ha ofrecido como base de la negociación— prescinde de cualquier otro pri-
vilegio, una postura de intransigencia por parte de la Santa Sede, en lo que se refiere al
mantenimiento del actual estatuto jurídico de la Iglesia en España, sería difícilmente
planteable y mantenible» 12. Como se deduce de este fragmento, el autor del Informe
entiende que estas peculiaridades atribuidas al Estado, realmente, son cargas que respon-
den a un argumento de fenomenología religiosa que termina, en última instancia, limi-
tando la soberanía del Estado.
5.   ALGUNAS MATERIAS DEL INFORME DE ESPECIAL INTERÉS
a)   La libertad de la Iglesia
Tanto la libertad de la Iglesia como la personalidad civil de los entes eclesiásticos
se plantean como los temas con más enjundia jurídica y de más incidencia práctica en
la negociación 13. Me voy a centrar, en cada uno de ellos porque en los borradores que
se someten a juicio de Lombardía está latente la idea de la Iglesia como sociedad per-
fecta y del Estado como su brazo secular 14. En concreto, en el proyecto de Concordato
del Consilium 15 se propone como contenido del Artículo II el que sigue:
12   P. LOMBARDÍA, Informe I,en AGUN, pp. 9-10.
13   En esta línea se lee: «una cosa es la personalidad de los entes eclesiásticos y otra distinta la sobera-
nía de la Iglesia» (Ibídem, p. 38).
14   Cfr. Ibídem, p. 34.
15   Consilium per gli Affari Pubblici della Chiesa: se trata del organismo dependiente de la Secretaría
de Estado que se encargó de las conversaciones previas y de la negociación de la revisión del Concordato
con la Embajada de España ante la Santa Sede. El texto elaborado conjuntamente entre la Embajada y el
Consilium es lo que se llamó Proyecto ad referendum y que examinó, con otros documentos, Pedro Lombardía.
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1.  El Estado Español reconoce a la Iglesia Católica el carácter de sociedad perfecta y le
garantiza el libre y pleno ejercicio de su poder espiritual y de su jurisdicción en materia ecle-
siástica, así como el libre y público ejercicio del culto.
2.  En particular, la Santa Sede podrá libremente promulgar y publicar en España cualquier
disposición relativa al gobierno de la Iglesia y comunicar sin impedimento con los Prelados, el clero
y los fieles del País, de la misma manera que éstos podrán hacerlo con la Santa Sede.
Gozarán de las mismas facultades los Ordinarios y las otras Autoridades eclesiásticas en
lo referente a su clero y fieles, en materias propias de su ministerio.
A juicio de Lombardía, las pautas fundamentales que deberían marcar la redacción
de este artículo deben delimitarse con toda claridad y sugiere las siguientes:
1.ª  garantizar la libertad de magisterio y la autonomía de la Iglesia. Esa libertad que-
daría salvada, simplemente, no poniendo obstáculos a lo que es la propia dinámica de
la vida eclesial 16.
2.ª  evitar el uso de las expresiones sociedad perfecta (porque esta terminología cons-
tituye una reminiscencia histórica 17); y jurisdicción (término que resulta equívoco 18);
3.ª  delimitar los ámbitos de los dos ordenamientos: civil y canónico.
A tal efecto Lombardía acude a diferentes textos concordatarios para buscar expresiones
más acertadas, que recojan con cierta precisión las consecuencias del principio de libertad
de la Iglesia. En este sentido, se sirve de los Concordatos de Baviera, Italia, Austria y Ale-
mania, firmados en el pontificado de Pío XI (que coincide con un periodo particularmente
brillante de la doctrina jurídica alemana e italiana); pues característica común de estos textos
concordatarios es que no se califica la naturaleza jurídica de la Iglesia, «limitándose con
un criterio más realista a enumerar las concretas consecuencias prácticas que se derivan del
16   Sin embargo, en ningún caso podría entrar el Estado en la esfera eclesial; tampoco si la Iglesia en-
contrara dificultades en su propio ámbito; dificultades que tuvieran origen, por ejemplo, en la resistencia
de los fieles —clérigos o laicos— para asumir la disciplina canónica (Cfr. Ibídem, p. 35).
17   Cfr. Ibídem, p. 36.
Sobre el uso de la expresión sociedad perfecta sigue diciendo: «resulta ininteligible para un especialista ac-
tual en Derecho Público, está abandonada por los canonistas que trabajan con un mínimo de calidad cien-
tífica y suena mal a oídos de cualquier teólogo (por muy ortodoxos y tradicionales que sean sus criterios)
que tenga cierta formación en esa moderna Eclesiología que tan cálidamente elogió Pablo VI en la Encícli-
ca Ecclesiam suam».
18   Ciertamente, el texto que resulte aprobado debe ser aplicado tanto en la Iglesia como en el Esta-
do. Y, como es sabido, en Derecho canónico jurisdicción «significa la totalidad de las consecuencias del po-
der pastoral de la Iglesia; es decir, cuantos actos suponen el ejercicio del “munus” de regir a los fieles. En
ese sentido, que es el que sin duda se utiliza en el Concordato, comprendería las manifestaciones del poder
de la Iglesia de orden legislativo, judicial y administrativo. En cambio, en Derecho español, el término «ju-
risdicción» exclusivamente significa el ejercicio del poder del Estado por los Tribunales de justicia, pero no
es aplicable al ejercicio de la función legislativa o administrativa. En realidad la alusión a la “jurisdicción”
nada añade a la garantía de la libertad para ejercer plenamente el poder espiritual; más bien puede propor-
cionar un argumento —ciertamente débil— para una interpretación restrictiva» (Ibídem, p. 36-37).
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reconocimiento del poder espiritual de la Iglesia» 19. Aunque, a su entender todavía es pre-
ciso «recoger con más claridad las consecuencias del principio de la libertad de la Iglesia y
deslindar nítidamente los ordenamientos canónico y civil» 20.
b)   Las entidades de la Iglesia
Cuando analiza lo relativo a la personalidad jurídica internacional de la Santa Sede,
Lombardía acoge sin problemas el texto que, inicialmente, presentan a su consideración
y que es el que sigue:
1.  El Estado español reconoce la personalidad jurídica internacional de la Santa Sede
y del Estado de la Ciudad del Vaticano.
2.  Para mantener, en la forma tradicional, las amistosas relaciones entre la Santa Sede
y el Estado español, continuarán permanentemente acreditados un Embajador de España cerca
de la Santa Sede y un Nuncio Apostólico en Madrid. Este será el Decano del Cuerpo Diplo-
mático, en los términos del Derecho consuetudinario.
Con este preámbulo se enmarca el contexto de la articulación jurídica de los entes
de la Iglesia Católica, tema que se considera técnicamente el más complicado de la ne-
gociación. El Consilium propone como artículo IV la siguiente redacción:
IV.  1.  «El Estado español reconoce la personalidad jurídica y la plena capacidad de
adquirir, poseer y administrar toda clase de bienes a todas las instituciones y asociaciones
religiosas existentes actualmente en España, constituidas según el Derecho Canónico; en par-
ticular a la Conferencia Episcopal española con sus órganos, que podrán libremente reunirse
y actuar en la esfera de su propia competencia, a las Diócesis con sus instituciones anejas,
a las Parroquias, a las Órdenes y Congregaciones religiosas, las Sociedades de vida común
y los Institutos Seculares de perfección cristiana canónicamente reconocidos, sean de dere-
cho pontificio o de derecho diocesano, a sus provincias y a sus casas.
2.  Gozarán de igual reconocimiento las entidades de la misma naturaleza que sean ul-
teriormente erigidas o aprobadas en España por las Autoridades eclesiásticas competentes, siem-
pre que el decreto de erección o de aprobación sea comunicado oficialmente por escrito a las
Autoridades competentes del Estado.
3.  La gestión ordinaria y extraordinaria de los bienes pertenecientes a entidades ecle-
siásticas o asociaciones religiosas y la vigilancia e inspección de dicha gestión de bienes co-
rresponderán a las Autoridades competentes de la Iglesia.
Este texto mantiene, básicamente, la redacción del Concordato de 1953 salvo alguna
modificación relativa (por ejemplo, la alusión a la Conferencia Episcopal). Sin embar-
19   Por otro lado, «este criterio, irreprochable desde el punto de vista de la técnica jurídica, evitaría
además el problema de una dura crítica de la opinión teológica, a la que tan sensible es hoy la gran prensa
internacional. Por supuesto, la fórmula de la “sociedad jurídica perfecta” sería, muy justificadamente, mal
recibida por la opinión teológica» (Ibídem, p. 39).
20   Cfr. Ibídem, p. 40.
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go, esta materia, tal y como había revelado la praxis jurídica, era extraordinariamente
compleja y daba lugar a situaciones anómalas. Las dificultades más notorias eran:
1.  El admitir indiscriminadamente un régimen jurídico de privilegios para todas las
entidades eclesiásticas hasta el punto de conceder personalidad civil —con base en su
naturaleza eclesiástica— incluso a entidades que no tenían personalidad canónica según
el Derecho vigente de la Iglesia 21. Es decir, según esta propuesta, el texto concordatario
atribuiría personalidad jurídica civil a determinados entes para los que el Derecho ca-
nónico no prevé que sean sujetos de negocios jurídicos con contenido patrimonial.
2.  El artículo tal como está se caracteriza por su absoluta indeterminación. Esa in-
certidumbre se incrementa ante expresiones como «las Diócesis con sus instituciones ane-
jas» porque no se sabe exactamente a qué se está refiriendo, lo mismo sucede al hablar
de la Conferencia Episcopal y de sus órganos 22.
¿A qué se debe, la dificultad para encontrar una fórmula idónea en esta materia? Básica-
mente a que sería de interés alcanzar un equilibrio para no crear problemas innecesarios al De-
recho del Estado y, al mismo tiempo, garantizar la capacidad jurídica de las entidades de la or-
ganización oficial de la Iglesia y de las entidades apostólicas y caritativas dirigidas por ella 23.
Ciertamente, todo este planteamiento mejora un poco la propuesta que inicialmente
había hecho el Ministerio de Justicia, aunque «no aclara suficientemente los problemas
21   Cfr. Ibídem, p. 44. Esto además plantea un problema importante en torno a algunos de los bie-
nes que el Derecho canónico considera eclesiásticos; porque algunos de ellos escaparían de todo control. En
este sentido se lee en el Informe: «En efecto, el artículo es aplicable a todas las instituciones y asociaciones re-
ligiosas… erigidas o aprobadas en España por las Autoridades eclesiásticas competentes (n. 2 en relación con el
n. 1) (…) para que una determinada entidad tenga en Derecho Canónico personalidad jurídica es necesa-
rio que esta condición le sea atribuida por la ley o mediante un decreto de erección (canon 100 §1). Por
tanto, las entidades eclesiásticas aprobadas no erigidas adquieren en virtud del Concordato personalidad ju-
rídica en el Derecho español, sin tener tal personalidad ni siquiera ante el propio Derecho Canónico. La
cuestión es grave no sólo en una consideración teórica sino a efectos prácticos, puesto que según el n. 3 de
este artículo del Concordato la gestión ordinaria y extraordinaria de los bienes pertenecientes a entidades
eclesiásticas o asociaciones religiosas y la vigilancia e inspección de dicha gestión de bienes corresponderán
a las Autoridades competentes de la Iglesia. Sin embargo, como quiera que el Código de Derecho Canóni-
co vigente, estructura toda su regulación de controles de entes en materia patrimonial a partir de la noción
de bienes eclesiásticos, que son aquellos que pertenecen a la Iglesia Universal, a la Sede Apostólica o a cual-
quier otra persona moral eclesiástica (canon 1497 § 1), los entes eclesiásticos aprobados pero no erigidos,
cuyos bienes paradójicamente tienen en el Derecho de la Iglesia la condición de civiles, no de bienes ecle-
siásticos, escapan en España de cualquier tipo de control, puesto que del estatal los exime el n. 3 del artí-
culo IV del Concordato y el eclesiástico no es en la práctica posible, puesto que el Derecho Canónico en la
materia sólo contempla el supuesto de los bienes eclesiásticos» (Ibídem).
22   «¿Cuáles son concretamente los entes que por considerarse órganos de la Conferencia episcopal
adquirirán la personalidad jurídica concordataria? ¿Cuáles son los estatutos, no de la Conferencia, sino de
esos órganos que adquirirán personalidad jurídica independiente? ¿Cuáles son las personas físicas que po-
drían actuar en su nombre?» (Ibídem, p. 46).
23   Cfr. Ibídem, pp. 47-48.
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relativos a la identificación de los sujetos de derecho y las personas físicas que los repre-
sentan a los efectos de seguridad jurídica en el tráfico patrimonial (…).
«Tampoco parece solución adecuada remitir la regulación de la personalidad civil
de las instituciones de la Iglesia al Derecho común español, puesto que los criterios, tanto
de la Ley de libertad religiosa como de la legislación de asociaciones, son excesivamen-
te restrictivos. Lo mismo ocurre con el Derecho español acerca de las fundaciones, que
sería el aplicable —de no existir un régimen concordatario especial— a las institucio-
nes eclesiásticas de carácter patrimonial» 24.
¿Cuál es, entonces, la propuesta de Pedro Lombardía ante el magma de entidades
eclesiásticas y su personificación en el ámbito civil? Sugiere, sencillamente, tres cosas:
1.  Distinguir entre las entidades de la organización oficial de la Iglesia y las restantes.
«A las primeras se les podría atribuir la personalidad civil sin más requisitos que la co-
municación del decreto de erección canónica, en los términos del actual régimen con-
cordado. Sin embargo, para evitar que esta solución engendre incertidumbres y ambi-
güedades, me parece necesario enumerar taxativamente —no ejemplificativamente— los
entes a los que es aplicable esta solución» 25.
2.  Condicionar el reconocimiento de la personalidad civil de las diócesis a que «an-
tes de su erección se haga una consulta al Gobierno español, por si tiene que oponer al-
guna objeción de carácter político general» 26.
3.  Los demás entes deberían estar sometidos al cumplimiento de determinados
requisitos:
a)  personalidad jurídica canónica previa;
b)  reconocimiento por escrito de la autoridad eclesiástica competente —según de-
penda de la Santa Sede, de la Conferencia Episcopal o del obispo de la diócesis— don-
de consten los requisitos formales pertinentes (nombre de la entidad, domicilio, perso-
nas que le representan y similares).
4.  Resolver los problemas de Derecho transitorio «mediante la ratificación del re-
conocimiento de la personalidad civil a aquellas entidades eclesiásticas que la hayan ad-
quirido acogiéndose al Concordato de 1953, durante el tiempo que ha estado vigente» 27.
Obsérvese que ésta es la solución y fórmula acogida en el Acuerdo sobre Asuntos
Jurídicos vigente.
c)   El matrimonio canónico
El texto del Informe que venimos comentando se detiene, obviamente, en las cues-
tiones relacionadas con el matrimonio canónico. Y llama la atención cómo en los ma-
24   Ibídem, p. 49.
25   Ibídem, p. 50.
26   Ibídem, p. 51.
27   Ibídem, p. 52.
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teriales con los que trabaja Lombardía los borradores del Ministerio, de la Embajada y
del Consilium per gli Affari Pubblici della Chiesa reflejan un parecer común en relación
con los efectos civiles del matrimonio canónico. En efecto, se ofrece como texto el si-
guiente: El Estado español reconoce plenos efectos civiles al matrimonio celebrado según las
normas del Derecho canónico. Sin embargo, los problemas conexos con este artículo no
se refieren tanto a su redacción como a cuestiones de interpretación. Y el autor centra
su argumentación por un lado, en los problemas relativos a la negociación y por otro,
en el planteamiento de las cuestiones derivadas de la incidencia del texto concordatario
en el Derecho español.
Sobre el primer punto aconseja una postura nítida por parte del Estado: asumir el
compromiso de reconocer plenos efectos civiles al matrimonio canónico y no entrar en
cuestiones registrales para que en manera alguna se puedan comprometer «los criterios
de orden interno hasta el punto de que plantearan problemas concordatarios modifica-
ciones acerca del modo de inscribir el matrimonio en el registro» 28.
En el caso de que esto se hiciera así, entiende Pedro Lombardía que hay algunas prác-
ticas que deberían dejarse de lado. Por ejemplo, debería prescindirse de la praxis, enton-
ces vigente, de consultar a la Santa Sede, mediante notas diplomáticas, en el caso de re-
formas legislativas sobre la materia. Sería suficiente con que el Estado desarrollara normas
de aplicación que no estuvieran en contradicción con lo pactado; de manera que sólo se
plantearían problemas con la Santa Sede si se desconocieran injustificadamente efectos ci-
viles a matrimonios canónicos. Finalmente, entiende que debería modificarse el artículo
42 del Código civil 29. De esta manera, se pasaría del sistema de matrimonio civil subsi-
diario al de matrimonio civil facultativo. «Es decir, el Derecho español tendría que reco-
nocer efectos civiles a los matrimonios canónicos siempre que los contrayentes se acogie-
ran libremente a la legislación de la Iglesia mediante su decisión de contraer matrimonio
canónico; pero en manera ninguna tendría por qué interesarse acerca de las motivaciones
o circunstancias personales de índole religiosa de los ciudadanos que prefieran contraer —
matrimonio civil— aunque sean católicos. Esta reforma de nuestro Derecho civil interno
en materia matrimonial me parece una exigencia del respeto a la libertad religiosa y de una
28   Ibídem, p. 111. Poco más adelante se leen unas palabras particularmente gráficas del pensamien-
to lombardiano: «El Estado no pide garantías en el Concordato sobre qué va a ser en el futuro el matrimo-
nio canónico, pese a estar el Codex en revisión y saber perfectamente que puede haber modificaciones en
materia de impedimentos; vicios de consentimiento (error y dolo) o en la debilitidasíma cuestión de la for-
ma canónica. A pesar de ello el Estado se compromete a aceptar el principio de reconocimiento de efectos
civiles de lo que para la Iglesia sea el matrimonio canónico. Parece necesario, por tanto, que a su vez el Es-
tado tenga plena libertad para regular el aspecto de Derecho interno de la cuestión, según sus propios cri-
terios. La Iglesia sólo necesita y puede pedir una garantía: el compromiso del pleno reconocimiento de los
efectos civiles, lo cual ya se hace en el artículo XXIII» (Ibidem).
29   «La ley reconoce dos formas de matrimonio: el canónico que deben contraer todos los que profe-
san la Religión católica, y el civil que se celebrará del modo que determina este Código».
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correcta concepción de los fines del Estado, a quien en manera alguna le compete tomar
postura sobre si un ciudadano profesa o no la religión católica o acerca de si está o no obli-
gado por motivos religiosos a contraer matrimonio canónico» 30.
Es evidente, por otra parte, que esta solución no se opone al reconocimiento de los efectos
civiles a los matrimonios contraídos según la forma de otras confesiones religiosas.
Lombardía describe así lo que considera la plena autonomía del Estado en la regu-
lación matrimonial; y no entra en el tema de la posible normativa del divorcio. Sin em-
bargo, no desconoce la situación ya planteada en Italia y da su parecer al respecto 31.
Finalmente, propone una nueva redacción para lo relacionado con las cuestiones que
suscitan los supuestos de recurso ante Tribunales de la Iglesia y la eficacia de las senten-
cias canónicas en el ámbito civil porque entiende que la redacción propuesta por el
Consilium contiene excesivas concesiones a favor de la Iglesia impropias de un texto de
esta naturaleza. Así, en la versión ofrecida por Lombardía se lee:
1.  El Estado español reconoce efectos civiles a las decisiones de los Tribunales y Dicasterios
eclesiásticos en las causas referentes a la nulidad del matrimonio canónico, en la dispensa del
matrimonio rato y no consumado y en el procedimiento relativo al Privilegio Paulino.
2.  Incoada y admitida ante el Tribunal eclesiástico una demanda de nulidad, correspon-
de al Tribunal civil dictar, a instancias de la parte interesada, las normas y medidas precautorias
que regulen los efectos civiles relacionados con el procedimiento pendiente.
3.  Las sentencias y resoluciones de que se trate, cuando sean firmes y ejecutivas, serán
comunicadas por el Tribunal eclesiástico al Tribunal civil competente, el cual decretará lo
necesario para su ejecución en cuanto a efectos civiles y ordenará que sean anotadas en el Re-
gistro del Estado Civil al margen del acta de matrimonio.
4.  Las causas de separación de los cónyuges, incluso tratándose de matrimonios canóni-
cos, serán de competencia de los Tribunales civiles 32.
De lo dicho hasta ahora sólo cabe extraer una conclusión, a mi juicio, incuestiona-
ble: la clarividencia, el rigor y el efectivo impacto jurídico que el pensamiento de Pedro
30   P. LOMBARDÍA, Informe I, en AGUN, pp. 114-115.
En este sentido, aclaraba Fornés pocos años después: «El derecho de libertad religiosa se reduce, en este
ámbito, a la elección de la forma de contraer. Pero siempre de acuerdo con los mismos presupuestos (capa-
cidad, impedimentos, etc.) y con los mismos efectos: aquellos que, previamente, ha determinado la legisla-
ción estatal. Y —si se nos permite la comparación, impropia, si se quiere, pero gráfica— ello no deja de
recordar, por ejemplo, la denominada “libertad de prensa” típica de un planteamiento de corte totalitario,
que consistiría, en el fondo, en la posibilidad de adquirir un periódico u otro; pero con la peculiaridad de
que uno y otro dicen lo mismo, tienen idéntico contenido» (J. FORNÉS, El nuevo sistema concordatario es-
pañol, Pamplona, 1980, p.89.
31   «No creo, que la Santa Sede, pese a sus protestas, denuncie el Concordato de Italia, por conside-
rarlo incumplido si se pone definitivamente en vigor la normativa acerca del divorcio. Es posible que se llegara
a una solución de compromiso en sede de revisión del Concordato» (Ibidem, p. 118).
32   Ibidem, pp. 121-122.
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Lombardía ha tenido en el ámbito del Derecho eclesiástico del Estado español. De ahí
la utilidad del estudio de este Informe y sus propuestas para obtener los criterios y orien-
taciones oportunas de cara a una posible revisión de los Acuerdos o, en todo caso, para
una adecuada interpretación.
6.   CONSIDERACIONES FINALES
Como decía al principio de este trabajo, cuando Juan Fornés publicó su monogra-
fía sobre El nuevo sistema concordatario español, no sé si había ya intuido que esos acuerdos
parciales —que habían nacido con el fin de resolver problemas prácticos y concretos en
las relaciones de la Iglesia con la comunidad política 33— celebrarían los treinta años de
vigencia. En estos años se ha puesto de manifiesto «la importancia del conjunto de los
Acuerdos desde la perspectiva institucional, esto es, desde el plano de consideración de
las relaciones entre la Iglesia y el Estado español. Y, bajo este prisma, destaca, ante todo,
la bilateralidad» 34.
En todo caso, lo que resulta claro es lo que escribió con la perspicacia que le carac-
teriza: «La solemnidad —tomado este término en su sentido de estricta técnica jurídi-
ca— constituye una garantía, defendida también, en el fondo, por los que han postula-
do en España la solución de los Acuerdos parciales, puesto que, si bien han hablado de
mayor agilidad y flexibilidad, como características ventajosas de este tipo de acuerdos,
en ningún momento han sugerido un abandono de los correspondientes requisitos for-
males de procedimiento. Si acaso, la agilidad deberá radicar en las negociaciones y en
la rapidez en la ratificación o, en su caso, revisión de los instrumentos; pero no en pres-
cindir de los requisitos de solemnidad» 35.
Del insigne maestro de canonistas que fue Pedro Lombardía, bien supo aprender el
también maestro Fornés. Cuanto aquí se ha dicho para el primero, vale también para el
segundo. Más aun, Juan Fornés supo continuar con fina intuición la brecha abierta por
Lombardía.
Me honro en pertenecer a ese ilustre linaje de juristas, aunque nunca podré corres-
ponder ni estar a su altura. Sirvan estas palabras de sincero agradecimiento a quien du-
rante tantos años ha sido maestro cabal porque ha sabido —con mano firme pero sua-
ve— guiar, enderezar, abrir horizontes hacia metas cada vez más ambiciosas, aconsejar,
y sobre todo hacer fácil lo que a otros nos resultaba costoso.
33   Cfr. FORNÉS, J., El nuevo sistema concordatario español, Pamplona, 1980, p. 95.
34   Ibidem, p. 108.
35   Ibidem, 1980, p. 109.
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